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MEMORANDO
Bogotá D.C. 

PARA: ARNOVIS MONTERO FARFAN
Dirección Territorial Cesar

DE: JEFE DE OFICINA

ASUNTO: Remisión del concepto jurídico relacionado con el acceso a información 
contenida en el Certificado Catastral y su entrega a terceros. Radicado 2608DTCE-2026-
0000009-IE.

Cordial saludo Dr. Arnovis,

De acuerdo con la solicitud de la referencia, realizada por la Dirección Territorial Cesar a la 
Oficina Asesora Jurídica, nos permitimos presentar el concepto del asunto en los siguientes 
términos: 

REQUERIMIENTO: Se solicita el concepto de la Oficina Asesora Jurídica sobre lo siguiente:

1. “Determinar si la información catastral contenida en resoluciones catastrales, 
certificados catastrales y demás documentos que reposan en expedientes catastrales 
puede ser entregada a personas distintas al propietario del predio.
2. Precisar si este tipo de información tiene el carácter de información pública o 
si, por el contrario, puede considerarse información sujeta a algún tipo de reserva o 
restricción de acceso.
3. Indicar cuáles serían las disposiciones constitucionales y legales que 
eventualmente permitirían limitar o negar el acceso a dicha información cuando sea 
solicitada por terceros.
4. Señalar el alcance jurídico de la Circular Interna No. 056 de 2020 del IGAC 
frente al acceso a la información catastral y su relación con las normas que regulan el 
acceso a documentos públicos y la protección de datos personales.
5. Precisar qué lineamientos jurídicos deberían aplicar las Direcciones 
Territoriales del IGAC para atender este tipo de solicitudes, con el fin de garantizar 
seguridad jurídica y uniformidad en la actuación administrativa de la entidad”.

PROBLEMA JURÍDICO: Determinar si el Certificado Catastral cuenta con reserva para su 
entrega a terceros o si su información constituye datos públicos.

NORMATIVA:  

Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado N°: 1200OAJ-2026-0000138-IE 

No. Caso: 1811679
Fecha: 01-06-2026 14:36:17

Rad. Padre: 2608DTCE-2026-0000009-IE
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 Constitución Política de Colombia, artículo 2 y 15.
 Ley 1581 de 2012
 Ley 1712 de 2014
 Decreto 1377 de 2013
 Decreto 1081 de 2015

De conformidad con la solicitud de concepto jurídico elevado a esta Oficina Asesora Jurídica 
mediante el memorando interno relacionado en el asunto, se procederá a brindar respuesta, 
de acuerdo con las funciones y competencias establecidas para la OAJ en el artículo 12 del 
Decreto 846 de 29 de julio de 2021, “Por el cual se modifica la estructura del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi”, y en los términos establecidos en el artículo 28 de la Ley 1437 
de 2011 (CPACA), sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, según el cual, por 
regla general, los conceptos emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones 
realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas no son de obligatorio cumplimiento 
o ejecución. 

En el mismo sentido, se considera pertinente precisar que esta Oficina Asesora Jurídica no 
resuelve casos concretos, por ende, no define derechos, no asigna obligaciones ni tampoco 
establece responsabilidades, sino que emite conceptos jurídicos sobre un asunto materia 
de cuestionamiento, duda o desacuerdo que ofrezca la interpretación, alcance y/o 
aplicación de una norma jurídica o la resolución de una situación fáctica relacionada con el 
objeto y misionalidad del IGAC. Teniendo en cuenta lo anterior, se procede a responder los 
cuestionamientos así:

1. Sobre la protección de los datos personales en Colombia

Señala el artículo 15 de la Carta Magna lo siguiente:

“ARTÍCULO 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar 
y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, 
tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan 
recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.

En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás 
garantías consagradas en la Constitución.

La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo pueden 
ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades 
que establezca la ley.

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención 
del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos 
privados, en los términos que señale la ley”.
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Según nuestra Constitución, toda persona tiene el derecho a su intimidad personal, y esto 
se refleja en diferentes ámbitos legales, siendo uno de ellos, el tratamiento de datos 
personales. 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-748 de 2011, señaló:
“(…) En la jurisprudencia constitucional, el derecho al habeas data fue primero 
interpretado como una garantía del derecho a la intimidad, de allí que se hablara de la 
protección de los datos que pertenecen a la vida privada y familiar, entendida como la 
esfera individual impenetrable en la que cada cual puede realizar su proyecto de vida y 
en la que ni el Estado ni otros particulares pueden interferir. También, desde los 
primeros años de la nueva Carta, surgió al interior de la Corte una segunda línea 
interpretativa que consideraba el habeas data una manifestación del libre desarrollo de 
la personalidad. Según esta línea, el habeas data tiene su fundamento último en el 
ámbito de autodeterminación y libertad que el ordenamiento jurídico reconoce al sujeto 
como condición indispensable para el libre desarrollo de la personalidad y en homenaje 
justiciero a su dignidad. Ya a partir de 1995, surge una tercera línea interpretativa que 
es la que ha prevalecido desde entonces y que apunta al habeas data como un derecho 
autónomo, en que el núcleo del derecho al habeas data está compuesto por la 
autodeterminación informática y la libertad, incluida la libertad económica (…)”

Así las cosas, se expidió la Ley Estatutaria 1581 de 2012, por la cuales se dictaron 
disposiciones generales sobre la protección de los datos personales. Dicha ley tiene por 
objeto:

“(…) Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto desarrollar el derecho 
constitucional que tienen todas las personas a conocer, actualizar y rectificar las 
informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bases de datos o archivos, y los 
demás derechos, libertades y garantías constitucionales a que se refiere el 
artículo 15 de la Constitución Política; así como el derecho a la información consagrado 
en el artículo 20 de la misma. (…)”

De esta forma, la legislación colombiana procuró estipular condiciones para la recolección 
y tratamiento de los datos personales de los titulares, en aras de garantizar su derecho 
constitucional a la intimidad personal. Para esto, categorizó los datos personales en cuatro 
(4) grupos así:

Datos Públicos Aquellos que sean determinados por la ley y no sean de otra categoría

Datos Privados Los que por su naturaleza íntima son importantes únicamente para su titular

Datos 

Semiprivados

Aquellos que pueden interesar no solo a su titular sino a terceros 

relacionados

Datos Sensibles Aquellos que pueden afectar la intimidad del titular o vulnerar sus derechos

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#15
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Por lo anterior, toda persona natural o jurídica que recolecte y realice tratamiento de datos 
personales debe no solo obtener la autorización previa y expresa del titular de la 
información, sino también garantizar condiciones legales y técnicas que permitan el uso de 
los datos para finalidades específicas, bajo criterios de acceso restringido, confidencialidad 
y demás principios que rigen la protección de datos personales. En estas condiciones, 
únicamente las personas autorizadas y para las finalidades legalmente establecidas podrán 
acceder a dicha información.

2. Excepción de tratamiento de datos personales para entidades públicas

Como principio general, el tratamiento de los datos personales requiere de la autorización 
previa y expresa del titular de la información. Así lo señala el literal c) del artículo 4 de la 
Ley 1581 de 2012:

“(…) c) Principio de libertad: El Tratamiento sólo puede ejercerse con el consentimiento, 
previo, expreso e informado del Titular. Los datos personales no podrán ser obtenidos 
o divulgados sin previa autorización, o en ausencia de mandato legal o judicial que 
releve el consentimiento; (…)”

No obstante, la misma ley señala excepciones que permiten el tratamiento de datos 
personales sin requerir de la autorización previa y expresa del titular de la información. 
Dichas excepciones, se encuentran en el artículo 10 de la Ley 1581 de 2012, el cual señala:

“(…) Artículo 10. Casos en que no es necesaria la autorización. La autorización del 
Titular no será necesaria cuando se trate de:

a) Información requerida por una entidad pública o administrativa en ejercicio de sus 
funciones legales o por orden judicial;
b) Datos de naturaleza pública;
c) Casos de urgencia médica o sanitaria;
d) Tratamiento de información autorizado por la ley para fines históricos, estadísticos o 
científicos;
e) Datos relacionados con el Registro Civil de las Personas.
Quien acceda a los datos personales sin que medie autorización previa deberá en todo 
caso cumplir con las disposiciones contenidas en la presente ley (…)”.

Toda entidad pública, en cumplimiento de sus funciones legales y en el marco de las 
finalidades estipuladas en sus propias políticas de tratamiento de datos personales, podrán 
recolectar y tratar datos personales sin requerir de la autorización del titular de la 
información, de allí que el IGAC se encuentra facultado para crear bases de datos que 
contengan datos personales, siempre y cuando garantice los diferentes derechos de los 
usuarios.

Ahora bien, las bases de datos que contenga datos personales del IGAC, podrán 
compartirse con terceros sin requerir autorización del titular en algunos casos especiales. 
Así lo señala el artículo 13 de la Ley 1581 de 2012, que indica:



Página | 5 
________________________________________________________________________
Instituto Geográfico Agustín Codazzi

  Carrera 30 No 48 - 51 Bogotá D.C., Colombia

  (+57) 601 653 1888

  www.igac.gov.co

“(…) Artículo 13. Personas a quienes se les puede suministrar la información. La 
información que reúna las condiciones establecidas en la presente ley podrá 
suministrarse a las siguientes personas:

a) A los Titulares, sus causahabientes o sus representantes legales;
b) A las entidades públicas o administrativas en ejercicio de sus funciones legales o por 
orden judicial;
c) A los terceros autorizados por el Titular o por la ley. (…)”

3. Sobre la Circular 056 de 2020

En virtud de las exigencias establecidas en la Ley 1581 de 2012, las entidades públicas 
tuvieron la obligación de revisar los documentos derivados de su gestión con el fin de 
determinar si contenían datos personales, identificar la naturaleza de dichos datos y, 
cuando fuera necesario, establecer si la información debía tener acceso restringido o si se 
trataba de información pública.

En este contexto surgió la Circular 056 de 2020, relativa al suministro de información 
personal en productos y servicios catastrales, mediante la cual se buscó establecer un 
criterio para el tratamiento de la información, especialmente respecto de su entrega a 
terceros.

Es importante resaltar que, para ese momento, no existían interpretaciones claras sobre si 
la información física, jurídica y económica contenida en un certificado catastral debía 
considerarse información pública o información sujeta a confidencialidad, con el fin de 
proteger el derecho fundamental al habeas data de los usuarios.

Al respecto, existían interpretaciones que condujeron a una lectura restrictiva del acceso a 
dicha información, como lo señalado en la sentencia T-729 de 2002 de la Corte 
Constitucional, en la cual se manifestó lo siguiente:

“1.)  En primer lugar, la conducta de Catastro no se ajusta al principio de libertad, bacilar 
en los procesos de administración de datos. Según este principio, la publicación y 
divulgación de la información, debe estar precedida de autorización expresa y libre de 
vicios del titular de los datos. Encuentra la Sala que, esta circunstancia no fue atendida 
por Catastro, quien procedió a la publicación de la base en la Internet, sin el 
consentimiento previo del señor Carlos Antonio Ruiz.  
 
2.) En segundo lugar, la conducta de Catastro desconoce de manera indirecta el 
principio de finalidad, en cuanto que permite el acceso indiscriminado a la información 
personal del señor Carlos Antonio Ruiz a través de su publicación en la Internet.  Para 
la Corte, el proceso de administración de datos personales debe obedecer a una 
finalidad definida de manera clara y previa, que en el caso de catastro se concreta en 
la posibilidad de acceso a la información predial en determinadas condiciones y por 
ciertas personas naturales o jurídicas.   En este sentido, Catastro, al facilitar el acceso 
a información personal de manera indiscriminada, distorsiona la finalidad a la cual 
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estaba llamada la base de datos, pues permite que extraños, sin intereses visibles, 
accedan a la información sin que sea posible ningún tipo de control por parte de 
sus titulares.
 
3.) En tercer lugar, las condiciones de acceso indiscriminado a la información, aunque 
esta sea precaria, constituyen un riesgo cierto que debe ser evitado ante la posible 
elaboración de perfiles virtuales.  Esta situación conduce a analizar el alcance del 
principio de individualidad.  Según este principio, el Departamento Administrativo de 
Catastro, como administrador de datos personales, debe abstenerse de realizar 
conductas que faciliten el cruce de datos y la construcción de perfiles 
individuales.  Nuevamente encuentra la Corte que, Catastro, con la publicación de 
información patrimonial del señor Carlos Antonio Ruiz Gómez, al facilitar las condiciones 
para que la misma sea sumada a otra, con el concurso de diversas fuentes de 
información, vulnera su derecho a la autodeterminación informática”. 

De esta forma, el IGAC estableció mediante la Circular 056 de 2020 que la información 
catastral debía considerarse restringida en cuanto a su entrega a terceros. En 
consecuencia, el Certificado Catastral únicamente podía ser entregado a los titulares de la 
información o a sus representantes debidamente acreditados, a entidades públicas en 
ejercicio de sus funciones o por orden judicial.

Esta posición no obedeció a un criterio arbitrario de la entidad, sino a la necesidad de 
priorizar el derecho de los titulares de la información a controlar el tratamiento de sus datos 
personales.

No obstante, el derecho es dinámico, en la medida en que regula las relaciones sociales, 
las cuales se encuentran en constante transformación. Por ello, las normas y sus 
interpretaciones deben ajustarse a las nuevas realidades y desafíos de la sociedad. En ese 
mismo sentido, las interpretaciones judiciales también evolucionan, razón por la cual 
decisiones recientes han adoptado posiciones distintas a la inicialmente asumida por el 
IGAC.

4. Sobre los recientes fallos en cuanto a los Certificados Catastrales y su entrega a 
terceros

Recientemente, se han presentado dos situaciones particulares que dieron como resultado 
la intervención judicial y la interpretación sobre la entrega de certificados catastrales a 
terceros.

 Sentencia del Tribunal Administrativo del Tolima del 12 de septiembre de 2025.

Frente a la negativa del IGAC de entregar información catastral a un usuario, el Tribunal 
expreso lo siguiente:

“De ahí que, la entidad tiene claro que no toda la información que está en el certificado 
catastral tiene reserva legal, sino únicamente la que corresponde a datos sensibles que 
reposan en ese documento, y tal como se expuso corresponde a la dirección del 
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domicilio de propietario, números telefónicos, datos de contacto personales, referencias 
familiares y personales, datos que revelen el origen racial o étnico, orientación política, 
convicciones religiosas, asociación a organizaciones sindicales o sociales, de derechos 
humanos o que promuevan interés de cualquier partido político, así como, datos 
relativos a la vida sexual o salud, incluso, la directriz impartida en este concepto jurídico 
es contundente y establece que cuando se trata de documentos públicos que contengan 
información personal, deberá ajustarse de manera tal, para que pueda hacerse entrega 
de la información pública, haciéndose indispensable identificar dentro del certificado 
catastral, la información que puede ser entregada, y por otro lado, reservar los datos 
que goza de limitación, para no vulnerar los derechos de los titulares.”. (…)

“Tal como puede observarse, el contenido de los certificados catastrales están dirigidos 
a la inscripción del predio, las mejoras sus características y condiciones, linderos, 
matrícula inmobiliaria, área construida, área de terreno, nombre del predio, avalúos, 
datos jurídicos del terreno, entre otros, información que de ninguna manera puede 
concluirse corresponda a datos sensibles que gozan reserva legal, es más, muchos de 
estos datos corresponde a información que está contenida en el certificado de libertad 
y tradición de los inmuebles, incluido el nombre completo e identificación del propietario 
de los bienes inmuebles, lo que con más ahínco permite concluir que tiene carácter 
público y no reservado, máxime cuando el objetivo de la gestión catastral es permiten 
identificar y describir los predios de un territorio específico, con el objetivo de construir 
y mantener una base de datos que refleje con oportunidad, de manera completa y 
fidedigna, y con calidad, la realidad de dichos predios, incluyendo sus cambios físicos, 
jurídicos y económicos a lo largo del tiempo”.

 Sentencia del Tribunal Administrativo del Cesar del 05 de marzo de 2026.

En un caso similar, el Tribunal Administrativo del Cesar expresó lo siguiente:
“Ahora, el contenido del certificado mediante el cual se materializa el acceso a la 
información contiene datos como el nombre del titular del predio, número de cédula del 
titular del predio, ubicación del predio, valor del predio, sin embargo, aunque se trate de 
datos personales, son datos públicos acorde con la definición que de ellos hace el 
artículo 3 de la Ley 1266 de 2008: (…)

Igualmente, no se observa que con su divulgación se cause un daño presente, probable 
y específico en los términos de la Ley 1712 de 2014 puesto que la información en poder 
del IGAC no afecta el derecho a la intimidad, y cualquier interpretación encaminada a 
establecer el uso que terceras personas pudieran hacer sobre ella, excede las 
competencias de la entidad y da al traste con la finalidad de publicidad y transparencia 
de los actos administrativos”. (…)

“Por lo anterior, dada la incompatibilidad visible de la circular con las disposiciones sobre 
la creación de reserva de la información, y que esta creó una barrera que 
injustificadamente cercenó el derecho al acceso a la información pública por parte del 
accionante, se inaplicará por inconstitucionalidad la circular N° 056 del 2020. 

A juicio de la Sala, es manifiesta, flagrante y surge de la sola confrontación, que el IGAC 
invocó como fundamento principal de abstención de entregar la información, la circular 
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N° 056 del 2020, como si esta pudiera crear una reserva legal, lo cual escapa de la 
órbita de la entidad, pues esta función está reservada exclusivamente a la constitución 
o la ley, y dicha circular es un acto administrativo. Maxime, si se tiene en cuenta que la 
demandada motivó su decisión en dicho acto administrativo, al expresar que se le da 
aplicabilidad a lo establecido en la circular, la cual imparte lineamientos para garantizar 
el derecho al habeas data”.

A partir de lo señalado en ambos fallos, los Tribunales concluyen que la información 
contenida en un certificado catastral tiene naturaleza pública y, por lo tanto, puede ser 
entregada a terceros. Incluso, en aquellos casos en que el certificado contenga datos o 
información que deba ser protegida, estos deberán ser anonimizados, sin que ello implique 
impedir el acceso al resto de la información de carácter público.

5. Caso Particular 

Teniendo en cuenta las interpretaciones judiciales previamente señaladas, se hace 
necesario que el Instituto realice una revisión minuciosa de la Circular 056 de 2020 y de los 
lineamientos jurídicos relacionados con la protección de datos personales respecto de la 
información catastral, con el fin de que, de manera articulada con todas las áreas 
involucradas, se adopten las medidas correspondientes que permitan a la entidad dar 
cumplimiento a la normativa vigente y efectuar las modificaciones a que haya lugar.

En los anteriores términos damos respuesta a su solicitud, recordando que el artículo 28 de 
la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1° de la Ley 1755 de 2015, dispone que los 
conceptos emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en 
ejercicio del derecho a formular consultas no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución.

Atentamente

CAMILA GUTIERREZ BARRAGAN
JEFE DE OFICINA
Oficina Asesora Jurídica
Proyectó: CARLOS ALBERTO ORTIZ LOPEZ - CONTRATISTAS
Elaboró: CARLOS ALBERTO ORTIZ LOPEZ - CONTRATISTAS
Informados: 


